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ASIIMIO: Cuest,ión de incons-

tiEucionalidad promovida

por la Sección Cuarta de Ia

Sala de 1o Contencioso-Ad-

minisErativo del Tribunal
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CaEaIuña.
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l ,ey 230/1-963, de 28 de di-
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Cabrera

D. Tomás S. Vives Antón
D. Pablo García Manzano

AUTO

I. AIITECEDENTES

1. El día 23 de enero de t997 tuvo entrada en eI Registro
de est,e Tribunal un escrito del President,e de la Sección Cuart,a
de Ia Sala de 1o Contencioso-AdministraLivo del Tribunal
Superior de ,Justicia de Cataluña aI que se acompaña, junt,o aI
t,estimonio del correspondiente procedimiento, €1 Auto de Ia
referida Sección, de 2L de noviembre de L996, €D eI que se
acuerda plant,ear cuestión de inconstitucionalidad en relación

con eI  ar t .  58.2 e) de Ia Ley 230/L968, de 28 de dic iembre,
General Tributaria, por su posible contradicción con eI derecho

a la tutela judicial efectiva, sin ![ü€, en ningún caso, pueda

produc i rse  indefens ión  (a r t .  24 .L  C.E: )  y  con e l  derecho a  Ia
presunc ión  de  inocenc ia  (a r t .  24 .2  C.E. ) .
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2. Ira cuestión t,rae causa del recurso contencioso-adminis-
trativo núm. L667/93 promovido por don Amadeo Morera Viladrosa
conLra Ia resolución deI Tribunal Económico-Administ,rativo
Regional de Cat,aluña, de 9 de septiembre de 1993, degestimatoria
de la reclamación interpuesta contra el acuerdo del Departamento
de Economía y Finanzas de la Generalidad de Cataluña en concepto
de liquidación de1 Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio
de las Personas Físicas correspondiente aI  e jerc ic io de t987.

Concluso eI procedimiento, y con suspensión del término
para dictar Sentencia, Ia Sección CuarEa de Ia Sala de 1o
Contencioso-Administrat,ivo del Tribunal Superior de ilust,icia de
Cat,a1uña, por providencia de 7 de noviembre de L996, acordó oír
a las partes personadas y aI Minist,erio Fiscalr por plazo común
e improrrogable de diez días, para que formularan alegaciones
sobre Ia pertinencia de planEear cuest,ión de inconstitucionali-
dad en relación con el arc. 58.2 e) de Ia Ley General TribuEaria
por su posible contradicción con eI derecho a Ia tutela judicial

efectiva, sin l¡r€, en ningún caso, pueda producirse indefensión
(art .  24.1 C.E.)  y con el  derecho a la presunción de inocencia
(ar t .  24 .2  C.E. ) ,  a I  inc lu i rse  en  e I  p recepto  lega l  cues t ionado
Ias sanciones tributarias, propias del derecho sancionador, con
conceptos t,ípicos del derecho t,ributario, privando aI acLor de
Ia posibilidad de impugnarlas de forma autónorna.

Evacuado e1 t,rámite de alegaciones conferido, el Letrado de

Ia Generalidad de Cataluña, el Abogado del Est,ado y eI Ministe-

rio Fiscal se opusieron aI planteamient,o de la cuesE,ión de
inconst,itucionalidad, en tanto que 1o estimó oportuno 1a repre-

sentación procesal de la parte demandant,e.

3. En el AuEo de planEeamiento, €1 órgano judicial propo-

nente realiza, €il síntesis, Ias siguientes consideraciones:

a) Sin necesid.ad de detenerse en la diferencias y analogías

entre el derecho penal y el derecho administrativo sancionador,

sí debe de t,enerse en cuentao sin embargo, ![u€, en virtud del
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principio de legalidad en rnateria sancionadora gue consagra eI

art .  25.L C.8. ,  eI  legis lador puede manifest ,ar  eI  ius puniendi

del Estado tanto por vía judicial como por Ia administrativa.
Buena prueba de ello es que eI propio Tribunal Constitucional
tiene declarado en una reit,erada doctrina jurisprudencial que
rrlos principios inspiradores del orden penal son de apticación

con ciertos matices aI Derecho sancionador, dado que ambos son
manifestaciones de1 ordenamiento punitivo del Estado, ta1 y como
refleja la propia Constitución y una muy reiterada jurispruden-

cia del Tribunal Supremo reconoce que un mismo bien jurídico

puede ser protegido por técnicas administrativas o pena1es". De

este modo, el Tribunal Constitucional suplió la falt,a de
principios propios deI ius puniendi con una remisión general aI
derecho penal.

Ira Lrey 30/L992, d€ 26 de noviembre, de Régimen ilurídico de

las Administración Públicas y Procedimient,o edminist,rativo

Común, dedica eI Capítulo Primero d.e su Título X a los princi-

pios de 1a pot,estad sancionadora, claramente derivados del

derecho penal, y el CapÍtulo Segundo a los principios del
procedimiento sancionador. Su Disposición Adicional Quinta
establece que r'Ios procedimientos administ,rativos en materia

tributaria, y en particular, Ios procedimient,os de los

dif erentes tribut,os se regirán por su normat,iva específ ica y,

subsidiariamente, por 1as disposiciones de esta Ley". Dado que

dicha previsión, en tanto que excepcional, debe ser interpretada

rest,rictivament,e, cualguier manif estación de la potestad

sancionadora de la Administración Púb1ica debe respet,ar Io

dispuesto en la mencionada Ley, tanto en cuanto a los principios

de Ia potestad sancionadora, como en Ia regulación de los
principios del procedimiento sancionador.

De ot,ra parte, €1 actual derecho tribut,ario encuentra su

fundamento en el  ar t .  31.1 C.E.,  que impone a todos los c iudada-

nos eI deber de contribuir al sostenimiento de los gastos

públicos, d€ acuerdo con los principios que en eI mencionado

precepto se recogen. La nat,uraleza jurídica del Derecho Adminis-
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trat,ivo sancionador y las normas propias del Derecho Tributario
son, pues, totalmente diferentes, aI igual que Io son gus

pr ineipios generales e,  incluso, los const i tucionales,  los
procedimientos,  efectos jur íd icos etc. .

La falta de homogeneidad entre las norrnas tribut,arias y las
sancionadoras obliga a que el aspecto material y formal en que

se puedan manifestar se l leve a cabo por procedimientos diferen-
tes, es decir, no incluyendo dentro de los conceptos propios del
derecho tributario otros que pertenecen aI derecho sancionador,
pues de lo cont,rario se podrían lesionar los principios de una
u otra rama jurídica, como así aconLece con eI art,. 58.2 e) de
Ia L.G.T. aI  incluir  en Ia del imitación del  cont,enido de Ia
deuda tribut,aria conceptos propios del derecho tributario, tales
como los recargos en sus distint,as clases, eI interés de demora,
el recargo de apremio y las sanciones Eributarias, que por su
naturaleza jurídica son tot,almente extrañas al f in y conEenido
propio de1 derecho tributario.

b) La diferent,e naturaleza jurídica de los conceptos que

inE.egran eI de deuda tributaria, que es un concepto típico y
propio del derecho tributario, producen siempre e1 mismo efecto
jurídico, cual es la recaudación de ingresos para el manteni-
miento de las cargas públicas. Pero la sanción tributaria que se
Iiquida simuttáneamente con la cuot,a tributaria, bien de forma
autónoma o separada, se incluye en eI concepL,o de deuda tributa-
ria, obligándoIo a producir los mismos efectos jurídicos, como
si de un concepto t,ribuEario más se t,rat,ara. La inclusión en Ia

liquidación tributaria de Ia porción correspondiente a Ia

sanción implica gue ésta pasará a gozar de los privilegios de la

deuda tributaria, aI pasar a formar parte indiferenciada de Ia

misma ot.ros concepE,os distintos a la deuda tributaria en sentido

estricto, tales como 1a necesidad de avalarla en su t,ot,alidad a

fin de evit.ar su ejecución o apremio (art. 81.5 Reglamento de
Procedimiento Económico-Administ,rativo) para eI cac¡o de que se
impugne la cuota, sanciones e intereses.
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Es suficient,e, por 1o tanto, la falta de pago de la deuda
tributaria para que ello suponga la automática ejecución de la
misma, incluida la sanción, Io gue producirá una clara rnrlnera-
ción del  derecho a 1a presunción de inocencia (art .  24.2 C.E.) ,
pues en ese caso l-a Administ,ración Tributaria est,ablece una
presunción de culpabil idad del sujeto pasivo, a quien no se Ie
reconoce 1a posibil idad de reaccionar conLra la imposición de Ia
sanción.

Además, otra consecuencia directa de la aplicación del art.
58.2 e) de Ia L.G.T. es e1 cont,enido de las actas t r ibut ,ar ias,
tant,o de conformidad como de disconformidad, pues eI Inspector
impone una sanción sin observar procedimiento sancionador
alguno, 1o que lesiona también eI derecho fundament,al a Ia
presunción de inocencia (art .  24.2 C.E.) ,  ya que el  procedimien-

to que se sigue es puramente tributario de cuantif icación de la

t,ributaria en raz6n de Ios distint,os conceptos cuant,itati-
vos qlue 1a misma incluye. Imponer una sanción en estos Eérminos
supone desconocer la verdadera naturaleza jurídica de la misma
y los efectos negat,ivos que de ello se derivan para el interesa-
do, generándose una clara situación de indefensión contraria al
art.. 24.1, C.E. Lo más conveniente sería que en dicha acta se
reflejase Ia infracción o infracciones tribut,arias comeE,idas, y
por procedimiento sancionador aI margen se determinase eI
importe de Ia sanción pecuniaria correspondiente.

El  hecho de que eI  ar t .  58.2 e) de la L.G.T. comience con
Ia e>rpresión ilen su caso, también formarán parE,e de Ia deuda
tributaria" no impide Ia aplicación de lo dispuest.o anterior-
menter por cuanto es obvio !lü€, si en Ia redacción del contenido

del acta no se aprecia la comisión de ninguna infracción, no se

aplicará sanción alguna. Iro que se cuestiona es ![ü€, como se ha

indicado, ld inclusión de Ia sanción en eI contenido de una

deuda tributaria produce las disfuncionalidades constitucionales

apuntadas, pues incluso la locución "en su casorr, ([ü€ tiene el

mismo significado rrque cuando sea procedenEert, es precisamente

eI fundamento de Ia inclusión de Ia sanción en la deuda tributa-
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ria. Si Ia sanción t,ributaria no se incluyera legalmente en eI
concepto de deuda tributaria, para su imposición debería
observarse eI procedimient,o sancionador previsto en la lrey
3O/L992, d€ 26 de noviembre, cuya aplicación queda dispensada
como consecuencia del precepto legal cuestionado.

c) Otra consecuencia jurídica que se deriva de la inclusión
de las sanciones t,ributarias dentro del concept,o de deuda
tributaria es que 1a presunción de legalidad que afecta a todo
act,o administ,rativo, también afectará a la sanción tributaria
impuesta, pudiendo 1a Administración TribuE,aria, en función de
dicha presunción, ejecutar eI act,o administrativo, en este caso,
Ia deuda tribut,aria. y, al mismo tiempo, Ia sanción, sin dar
Iugar a que eI int,eresado pueda acudir oportunamente ante Ia
jurisdicción contencioso-administrativa, con 1o que se vulnera

e l  derecho a  la  tu te la  jud ic ia l  e fec t i va  (a r t .  24 .L  C.E. ) .

Es consustancial aI derecho administrativo sancionador Ia
prohibición de ejecución de sanciones hasta que hayan adquirido
firmeza. Sin embargo, es posible ejecutar una sanción tributaria
ant,es de que ést,a sea firme, simplement,e por la ejecución.de la

deuda tributaria, ya que Ia Administración Tributaria ejecuta
siempre eI importe total de Ia deuda tribut.aria y no concept,o
por concepto. De esta forma, eI sujeto sancionado se ve privado

del derecho a 1a tutela judicial efecEiva salvo que haya una
reclamación parcial, en cuyo caso Ia parte no ejecutada deberá

ser avalada en los términos previstos en eI art. 8L.2 del

Reglamento del Procedimiento Económico-Administrat,ivo.

d) Finalmente, Ia Sala proponente se refiere a la aplica-

ción en el proceso a quo de 1a norma tegal cuestionada y a Ia

incidencia de su const,itucionalidad o inconstitucionalidad sobre
Ia resolución del mismo, señalando a1 respecto glu€, de declarar-

se Ia inconst i tucional idad del  ar t , .  58.2 e) de Ia IJ.G.T.,  Ia
parte demandante t,endría derecho a qué se iniciase un procedi-

miento sancionador para det,erminar eI grado de culpabilidad en

la comisión de la infracción tributaria y la imposición de la
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correspondiente sanción, con las garantías est.ablecidas en Ia

Ley 30/1992, de 26 de noviembre. En caso conErario, se le

cuantif ica en exceso Ia deuda tr ibutaria por incluirse el

import,e de la sanción en eI cómputo global de Ia deuda tributa-

ria, con eI consiguiente perjuicio a efectos del aval bancario

adjuntado en garant,ía de la suspensión del acto administ,rat,ivo

impugnado.

4. La Sección Cuart,a de esLe Tribunal, por providencia de

11 de febrero de 1-997, acordó oír al Fisca1 General del Estado

para eu€,  en eI  p lazo de d iez días y  a efectos de 1o d ispuesto

en el últ imo inciso del art. 37 .t de Ia IJOTC, alegase 1o que

estimare oportuno acerca de1 posible incumplimiento en el ^Auto

de planteamiento de Ia presente cuestión de inconstitucionalidad

del requisito de especif icar y justi f icar en qué medida la

decisión del proceso depende de la norma cuestionada, así como

acerca de la posible carencia de fundamento de Ia cuestión

susci tada.

5. EI Fiscal General del Estado evacuó el trámite de

alegaciones conferido mediante escrito registrado en fecha g de

marzo de 1-997, en el que solicita se dicte Auto de inadmisión,

de acuerdo con 1o previsto en eI art .  37.1 de Ia I-rOTC, por falt ,a

de condiciones procesales y resultar notoriamente infundada Ia

cuestión plant,eada.

EI mismo órgano jurisdiccional suscitó en repetidas

ocasiones cuestión de inconstitucionalídad en relación también

con eI mismo precepto legal, pero en su redacción anterior,

procedent,e de la reforma de la L.G.T. operada por la L,ey

l0/L985,  de 26 de abr i l ,  las cuales fueron Lodas e l las inadmit i -

das por  los AATC 111,  L6t ,  L62,  1-76,  a96,  L97 y 207/96,  así  como

por  l os  AATC 10 ,  11 ,  L2 ,  26 ,  27  y  28 /L997 .  Se  re i t e ra  en  e l l os

la doctrina sent,ada en el ATC 7L7/7996, cuyo cont,enido transcri-

be y consi.dera aplicable a Ia presenté cuesLión de inconstiLu-

cionalidad, que ha de correr Ia mj.sma suerte gue las ant,eriores.
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II. flt¡[DA]fENTOS ¡'URÍDTCOS

El Pleno de este Tribunal ha inadmitido a trámite por

result,ar frnotoriamente infundadag" (art. 37.t IrOTC), enLre otros
motivos, diversas cuestiones de inconst,it,ucionalidad promovidas

respecto al art. 58.2 e) de la Ley General Tributaria por el
mismo órgano judicíaI que suscita Ia present,e -Sección Cuart,a de
Ia SaIa de lo Contencioso-AdminisErativo del Tribunal Superior

de üusticia de Cata1uña- con base en una fundamentación sustan-

cialmente idént,ica a Ia que en este caso se aduce en el Auto de
planteamient,o.

Basta, pues, para evitar reiteraciones innecesarias y

declarar la inadmisión de Ia presente cuestión de inconstitucio-

nalidad por Hnotoriamente infundadan con remitirnos a la

doctrina contenida en el ATC LLL/L996, de 29 de abril, recaído

en 1a cuest ión de inconst i tucional idad núm. 557/96.

Por Io erq)uesto, €1 P1eno

ACUERDA

Declarar Ia inadmisión de Ia cuestión de inconstiLucionali-

dad (a r t .  37  .L  LOTC)  .

Madrid, a veinte de Írayo de mil novecientos noventa y

ly
i ,,  , . ' :

¡
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